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La compensación económica se fija sobre un porcentaje de los bienes 
adquiridos durante el matrimonio y busca resarcir a la parte imposibilitada para 
crear un patrimonio propio, a diferencia de la pensión alimenticia compensatoria 
que se otorga de forma periódica, temporal o vitalicia y tiene como objeto de 
resarcir los perjuicios que se le ocasionaron al cónyuge que se dedicó al trabajo 
del hogar y de cuidado. 
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El monto para la subsistencia de la parte trabajadora derivado de la negativa de 
la suspensión de la ejecución del laudo reclamado es susceptible de la retención 
del impuesto sobre la renta al momento de su pago, ya que representa una 
fuente de riqueza por la prestación de un servicio personal subordinado. 
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El amparo indirecto es procedente contra la resolución que ordena reponer el 
procedimiento para que una persona con discapacidad, como parte actora, 
acredite que puede gobernarse por sí misma y comparecer a juicio por propio 
derecho, en virtud de que se trata de un acto de imposible reparación, ya que 
implica un obstáculo al ejercicio de los derechos fundamentales de igualdad y 
no discriminación, y acceso efectivo a la jurisdicción. 
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Undécima Época 
Registro digital:  2028357 
Instancia:   Primera Sala 
Materias(s):   Jurisprudencia, Civil 
Fuente:   Semanario Judicial de la Federación.  
Tesis:   1a./J. 36/2024 (11a.) 
 
COMPENSACIÓN ECONÓMICA. FINALIDADES, CARACTERÍSTICAS Y 
DIFERENCIAS CON LA PENSIÓN ALIMENTICIA COMPENSATORIA. 
 
Hechos: En un juicio de divorcio incausado, una mujer demandó el pago de una 
compensación económica (hasta por el 50% de los bienes habidos durante el 
matrimonio) por haberse dedicado al hogar y a la crianza, lo que implicó un costo de 
oportunidad en su desarrollo personal y profesional, así como de una pensión alimenticia 
compensatoria porque esa dedicación al trabajo doméstico le impidió obtener ingresos 
que le permitieran subsistir. Previa tramitación de dos juicios de amparo directo, el 
tribunal de apelación fijó una pensión alimenticia compensatoria a su favor, al tener por 
acreditado su estado de necesidad, pero negó la procedencia de la compensación 
económica porque en ese momento la legislación civil de Veracruz no contemplaba esta 
figura. La solicitante se inconformó con esta decisión en un juicio de amparo y planteó 
que el artículo 162 del Código Civil para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 
vigente hasta el diez de junio de dos mil veinte, que contemplaba el pago de una pensión 
para aquella cónyuge que necesitara los alimentos al terminar el matrimonio, era 
inconstitucional por no prever la compensación económica, a fin de que pudiera 
establecerse también a su favor un porcentaje de los bienes adquiridos durante el 
matrimonio para revertir los costos de oportunidad que se generaron en su ámbito 
personal y profesional. El Tribunal Colegiado le negó la protección constitucional porque 
consideró que la norma no se había aplicado en su perjuicio. Inconforme, la quejosa 
interpuso un recurso de revisión en el que insistió en la inconstitucionalidad de dicho 
precepto por vulnerar el principio de igualdad entre cónyuges. 
 
Criterio jurídico: La compensación económica constituye un mecanismo resarcitorio que 
opera en el ámbito familiar para subsanar el desequilibrio patrimonial generado al interior 
de la familia derivado de que uno de los cónyuges asumió determinadas cargas 
domésticas y de cuidado en mayor medida que el otro. Sin embargo, presenta diferentes 
características y persigue distintos fines a otras figuras jurídicas creadas para proteger a 
los miembros de la familia, como es la pensión alimenticia compensatoria, la cual no sólo 
tiene como objeto reivindicar el trabajo doméstico y de cuidado, sino que también busca 
satisfacer las necesidades inmediatas de subsistencia de la persona acreedora. 
 
Justificación: La compensación económica se basa en la función social y familiar de la 
propiedad sobre los bienes de los cónyuges y su relación con las prestaciones 
económicas consistentes en el trabajo del hogar y el cuidado de los hijos e hijas, y tiene 
como finalidad resarcir el desequilibrio económico suscitado en los patrimonios de ambos 
cónyuges con base en un criterio de justicia distributiva. 
Este mecanismo compensatorio tiene las siguientes características: 1) surge a partir de 
la asimetría económica en que se encuentra uno de los cónyuges al momento de 
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disolverse el matrimonio, que por no dedicar su tiempo al desarrollo profesional, reportó 
ciertos costos de oportunidad en su patrimonio; 2) funge como mecanismo 
compensatorio reparador, no sancionador; 3) atiende a un derecho a la indemnización 
para resarcir el perjuicio económico ocasionado; 4) opera sobre los bienes, derechos o 
haberes adquiridos durante el tiempo de duración del matrimonio, periodo en el que se 
dio la interacción de los dos tipos de trabajo, el del hogar y el del mercado convencional; 
5) su finalidad no es igualar las masas patrimoniales; 6) busca resarcir a la parte que se 
vio imposibilitada para crear un patrimonio propio o lo hizo en una forma notablemente 
menor que la otra. Esto es, remediar la asimetría en que se encuentran los cónyuges al 
momento de disolverse el vínculo matrimonial y corregir situaciones de enriquecimiento 
y empobrecimiento injustos; 7) pretende reivindicar el valor del trabajo doméstico y de 
cuidado históricamente invisibilizado en nuestra sociedad, que ha sido vinculado con la 
igualdad de derechos y de responsabilidades de los cónyuges durante el matrimonio y 
su disolución; y, 8) no aplica en la disolución del matrimonio celebrado en sociedad 
conyugal. 
 
Por ende, la compensación económica es una figura distinta a la pensión alimenticia 
compensatoria porque si bien ambas tienen como origen la disolución del vínculo 
matrimonial, esta última tiene como objeto no sólo resarcir los perjuicios que se le 
ocasionaron al cónyuge que se dedicó al trabajo del hogar y de cuidado, sino también 
satisfacer las necesidades básicas de subsistencia de la persona acreedora, atendiendo 
a que se vio impedida para desarrollarse profesionalmente y obtener ingresos que le 
permitan subsistir. En ese sentido, la pensión alimenticia compensatoria se otorga de 
forma periódica, temporal o vitalicia, mientras que la compensación económica opera 
sobre un porcentaje de los bienes adquiridos. 
 
PRIMERA SALA. 
 
 
Enlace: 
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2028357 
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Undécima Época 
Registro digital:  2028386 
Instancia:   Plenos Regionales  
Materias(s):   Jurisprudencia, Común, Laboral 
Fuente:   Semanario Judicial de la Federación 
Tesis:   PR.L.CS. J/67 L (11a.) 
 
SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO LABORAL. EL MONTO 
NECESARIO PARA ASEGURAR LA SUBSISTENCIA DE LA PARTE TRABAJADORA 
ES SUSCEPTIBLE DE RETENCIÓN DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA AL 
MOMENTO DE SU PAGO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios 
contradictorios al analizar si el monto necesario para asegurar la subsistencia de la parte 
trabajadora, derivado de la negativa de la suspensión de la ejecución del laudo 
reclamado, es susceptible de retención del impuesto sobre la renta al momento de su 
pago. Mientras que uno consideró que el pago relativo sí forma parte de la condena que 
en su caso debe pagar la parte demandada y, por ende, es un ingreso que es objeto del 
gravamen relativo, el otro determinó que no constituye en sí el pago de la liquidación o 
indemnización final, sino sólo una erogación de la parte patronal cuya finalidad es 
asegurar dicha subsistencia, por lo que no es susceptible de retención. 
 
Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materia de Trabajo de la Región Centro-Sur, con 
residencia en la Ciudad de México, determina que el monto necesario para asegurar la 
subsistencia de la parte trabajadora, derivado de la negativa de la suspensión de la 
ejecución del laudo reclamado, es susceptible de retención del impuesto sobre la renta 
al momento de su pago. 
 
Justificación: De conformidad con el artículo 190 de la Ley de Amparo, tratándose de 
laudos o de resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales del trabajo, la 
suspensión se concederá en los casos en que, a juicio del presidente del tribunal 
respectivo, no se ponga a la parte trabajadora en peligro de no subsistir mientras se 
resuelve el juicio de amparo, en los cuales sólo se suspenderá la ejecución en cuanto 
exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia.  
 
Dicha cantidad constituye un ingreso por concepto de otros pagos por separación, 
denominado como pago para la subsistencia de la parte trabajadora, esto es, se trata de 
un monto que ésta recibe y representa una fuente de riqueza susceptible de la retención 
del impuesto sobre la renta, de conformidad con los artículos 94, 95, 96 y 102 de la ley 
relativa. Ahora, no puede considerarse que el momento adecuado para efectuar la 
retención es cuando se liquide la condena decretada en el laudo, porque el pago para 
asegurar la subsistencia de la parte trabajadora no es recuperable por la patronal en el 
supuesto de que obtenga sentencia favorable en el juicio laboral, de manera que en este 
supuesto, ya no se liquidaría el resto de la condena y, por tanto, no habría otro momento 
para realizar la retención respectiva 
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PLENO REGIONAL EN MATERIA DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 
 
 
Enlace: 
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2028386 
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Undécima Época 
Registro digital:  2028375 
Instancia:   Tribunales Colegiados de Circuito 
Materias(s):   Aislada, Común 
Fuente:   Semanario Judicial de la Federación 
Tesis:   I.2o.C.2 K (11a.) 
 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO CUANDO EL QUEJOSO ES UNA 
PERSONA CON DISCAPACIDAD. DEBE JUZGARSE ATENDIENDO AL PRINCIPIO 
DE PERSPECTIVA DE DISCAPACIDAD, Y A LA LUZ DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES A LA IGUALDAD, NO DISCRIMINACIÓN Y ACCESO EFECTIVO 
A LA JUSTICIA, RECONOCIDOS POR LOS ARTÍCULOS 1o. Y 17 
CONSTITUCIONALES; 5, 12 Y 13 DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE 
LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 
 
Hechos: En un juicio de amparo indirecto se desechó de plano la demanda, al 
considerarse que se actualizaba en modo manifiesto e indudable, la causa de 
improcedencia prevista por el artículo 61, fracción XXIII, de la Ley de Amparo, en relación 
con el diverso precepto 107, fracción V, aplicado en sentido contrario, de la propia 
normatividad legal, bajo el argumento de que la resolución de segunda instancia, 
mediante la cual se ordenó dejar sin efectos una sentencia definitiva, reponer el 
procedimiento y que el Juez de origen requiriera a uno de los coactores, para que en un 
plazo de diez días exhibiera un certificado médico expedido por institución pública, con 
el cual acreditara que podía gobernarse por sí mismo, para demostrar su legitimación 
procesal activa para comparecer a juicio por propio derecho, y lo apercibiera para que 
de no hacerlo o resultar incapaz, se sobreseería en el juicio, dejando a salvo sus 
derechos para que los hiciera valer conforme a derecho procediera, no constituye un 
acto de imposible reparación. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que procede el juicio de 
amparo indirecto, contra la resolución que ordena reponer el procedimiento para que el 
actor, persona con discapacidad, acredite que puede gobernarse por sí mismo y 
comparecer a juicio por propio derecho, al tratarse de un acto de imposible reparación, 
a la luz de los derechos fundamentales a la igualdad y no discriminación, y acceso 
efectivo a la jurisdicción. 
 
Justificación: Lo anterior, porque al reponerse el procedimiento de origen, para que uno 
de los coactores acredite con un certificado médico expedido por institución pública, que 
puede gobernarse por sí mismo y comparecer a juicio por propio derecho, con el 
apercibimiento que de no hacerlo o resultar incapaz, se sobreseerá en el juicio, dejando 
a salvo sus derechos, condiciona la procedencia del juicio de origen, a la demostración 
de la capacidad de goce y ejercicio de uno de los coactores; lo cual implica un obstáculo 
para ejercer el derecho fundamental de acceso efectivo a la jurisdicción reconocido por 
el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con base en 
argumentos que podrían involucrar prácticas discriminatorias relacionadas con una 
persona con discapacidad, por no respetar su voluntad, autonomía y no reconocer su 
capacidad jurídica, en transgresión a los derechos fundamentales a la igualdad y no 
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discriminación, previstos en los artículos 1o. de la Constitución Federal; 5, 12 y 13 de la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; lo cual, hace 
procedente el juicio de amparo indirecto, de conformidad con lo establecido en el artículo 
107, fracción V, de la Ley de Amparo; máxime que las consecuencias producidas no 
podrían resarcirse, aun cuando llegara a dictarse sentencia definitiva en favor del 
quejoso, toda vez que las violaciones ocasionadas en su esfera jurídica, permanecerían 
en modo irreparable. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
 
Enlace: 
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2028375 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


